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Auto sustanciación 
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MECON S.A.-ACCIÓN FIDUCIARIA S.A.-
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ASUNTO:   Inadmite demanda 

 

El DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 

DE GESTIÓN JURÍDICA PÚBLICA presenta demanda en ejercicio del medio de control 

popular (protección de los derechos e intereses colectivos) en contra de la SOCIEDAD 

MUÑOZ ECHEVERRY CONSTRUCCIONES S.A.- MECON S.A., ACCIÓN FIDUCIARIA 

S.A. como vocera y Administradora del Fideicomiso S.A., CONSTRUCTORA COSENZA 

S.A.S., OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE CALI, NOTARÍA 

PRIMERA DEL CIRCUITO DE CALI, NOTARÍA SEGUNDA DEL CIRCULO DE CALI, 

NOTARÍA CUARTA DEL CIRCULO DE CALI, NOTARÍA DIECISIETE DEL CIRCULO DE 

CALI y el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN MUNICIPAL, 

encaminada a obtener la protección de los siguientes derechos colectivos: 

 

 Goce de un ambiente sano 

 Moralidad Administrativa 

 Equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos 

naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación y restauración, la 

protección de áreas de especial importancia ecológica, así como los intereses de la 

comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente. 

 El goce del espacio público y la  utilización y defensa de los bienes de uso público. 

 Defensa del patrimonio público 

 

Derechos que consideran vulnerados por los demandados al no respetar la vocación de la 

zona verde No. 1 constituida con tal calidad desde el año 1977 y no reintegrar a la 

comunidad la titularidad del uso del bien inmueble identificado con el folio de matrícula 

inmobiliaria No 370-46194 y con el número predial J087300010000 en su condición de bien 

de uso público. 



 

 Revisada la demanda, observa el Despacho que adolece de varios defectos que se pasan a 

señalar a continuación: 

 

1. Falta de claridad respecto de la parte demandada. Advierte el Despacho que existen 

varios aspectos que requieren aclaración respecto de la integración del contradictorio, en 

cumplimiento de lo dispuesto el artículo 18 de la ley 472 de 1998, cuyo texto señala: 

  

“ARTICULO 18. REQUISITOS DE LA DEMANDA O PETICION. Para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes requisitos: 
 
(…) 
 
d) La indicación de la personas natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente 
responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; 
(…)” 

 

Lo anterior, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1º del Artículo 162 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que señala: 

  

“Artículo 162. Contenido de la demanda. 
Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 
1. La designación de las partes y de sus representantes”. 

 

1.1. En la presente acción constitucional obra como demandante el Distrito Especial de 

Santiago de Cali a través del Departamento Administrativo de la Gestión Jurídica Pública, 

quien en la demanda relaciona como uno de los demandados al Departamento 

Administrativo de Planeación, ambos organismos que hacen parte de la Administración 

Distrital sin personería jurídica, ni capacidad para actuar de manera independiente como 

parte dentro del proceso, pues dichos atributos radican en cabeza de la Administración 

central, esto es, el Distrito Especial de Santiago de Cali. 

 

De este modo, se requiere al demandante para que aclare la demanda respecto de la 

designación como demandado al “Departamento Administrativo de Planeación”, toda vez 

que se trata la misma entidad territorial que representa, y no es congruente ni 

procesalmente admisible que una entidad obre como demandante y demandado en el 

mismo proceso. 

 

1.2.  De otro lado, se cita como demandado a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Cali, no obstante, conforme con lo establecido en el artículo numeral 2.7.2 del artículo 12 

del Decreto 2723 de 2014, las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos son una 

dependencia de la Superintendencia de Notariado y Registro, sin personería jurídica, a través 

de las cuales presta el servicio público registral1, por lo que es ésta última la entidad 

descentralizada que cuenta con personería jurídica  y por tanto, con capacidad para  

                                         
1 Artículo 12 



comparecer al proceso en los asuntos referentes al ejercicio de dicha función. 

 

Conforme con lo antedicho, la parte demandante deberá determinar la entidad debidamente 

facultada para ser parte dentro del proceso, señalando las razones por las cuales se solicita 

su vinculación como tal. 

 

1.3.  Respecto de la  vinculación de las notarías Primera, Segunda, Cuarta y Diecisiete del 

Círculo de Cali como accionadas, se tiene que en el escrito de demanda no se efectúan 

señalamientos específicos respecto del actuar violatorio de derechos colectivos y/o contrario a 

la ley por parte de cada una de las demandadas, en especial de las notarías, puesto que  

como se pudo extraer, sólo se les relaciona como aquellas en las cuales se otorgaron las 

escrituras públicas con las que a su vez se protocolizaron los distintos actos jurídicos a los 

cuales fue sometido el predio en discusión. 

 

Es necesario aclarar por parte del Despacho, que frente a la legitimación en la causa por 

pasiva en los procesos donde se cuestiona el servicio notarial, los notarios, siendo autónomos 

en el ejercicio de sus funciones y responsables civilmente por los perjuicios que causen a los 

usuarios del servicio público que prestan2, pueden comparecer al proceso como particulares. 

Sin embargo, quien representa a la Nación en casos de falla notarial es el Ministerio de 

Justicia, de acuerdo al Decreto 1069 de 2015 y si los cargos se refieren a la inspección, 

control y vigilancia del servicio notarial, es menester la vinculación de la Superintendencia de 

Notariado y Registro3. 

 

Por lo anterior, es indispensable que la parte demandante determine en forma precisa las 

imputaciones o los cargos bajo los cuales vincula a las notarías como sujeto pasivo dentro de 

la presente acción constitucional, determinando de manera clara si lo cuestionado es la 

actuación de los particular de los notarios, si se aduce falla en el registro notarial por parte del 

Ministerio de Justicia en representación de la nación, o falla en la función de vigilancia que 

corresponde a la Superintendencia respectiva. 

 

2. Falta de claridad respecto de las pretensiones.  El artículo 18 en el literal c) impone 

como requisito de la demanda de acción popular, la enunciación de las pretensiones, lo cual 

fue ampliado en el artículo 162 del CPACA en el numeral 2º al establecer como parte del 

contenido de la demanda: 

 

“Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones 
se formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo 
Código para la acumulación de pretensiones”.  

 

2.1. Se desprende del texto de la demanda que la principal pretensión de la acción es la 

                                         
2 Artículos 8 y 195 del Decreto 960 de 1970 
3 CONSEJO DE ESTADO, Consejero ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS, Bogotá D.C., catorce 
(14) de enero de dos mil veinte (2020), Radicación número: 05001-23-33-000-2017-01757-01 (64496). 



restitución del bien inmueble cuya posesión está en manos de empresas constructoras de 

naturaleza privada, a pesar de su calidad de bien de uso público. En ese sentido y en 

concordancia con el punto anterior, deberán clarificarse las razones por las cuales se 

pretende la vinculación de las entidades públicas encargadas de las funciones de notariado y 

registro, pues a pesar de que en los hechos se plasma su intervención en los actos de 

tradición del inmueble, no es claro para el Juzgado la razón de su vinculación dado el objetivo 

de la demanda, se reitera, la restitución del bien, sin que tampoco este claro que para ello 

proceda “inaplicar” unas escrituras públicas como se refiere en la segunda pretensión. 

 

2.2. En el acápite de pretensiones de la demanda, la parte demandante relaciona en el punto 

3º: 

“Y en los actos administrativos contrarios a la defensa de los intereses colectivos 
que se demandan, en especial, los actos contenidos en la CIRCULAR No 
4132.010.22.2.1020.0010181 de 21 de Octubre de 2020 yen la CIRCULAR No. 
4132.010.22.2.0006.003807 del 19 de abril 2021, emitidas por el Director del 
Departamento Administrativo de Planeación Municipal”. 

 
 
Como se puede observar, la manifestación anterior no puede tenerse como una pretensión, 

en tanto que no refiere la consecuencia jurídica que se pretende obtener respecto de las 

citadas circulares, dicho en otras palabras, no existe claridad respecto de lo que se pretende 

frente a aquellas. Cabe aclarar que conforme con lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 144 

del CPACA, tratándose de actos o contratos de la administración, no será éste el medio para 

declarar su nulidad. 

 

3. Requisito de procedibilidad: La parte accionante no acreditó haber elevado solicitud a 

los accionados para que adopte las medidas necesarias de protección de los derechos o 

intereses colectivos que considera amenazados o violados, de conformidad con lo ordenado 

por el artículo 144 del CPACA, el cual dispone:  

 

“Artículo 144.- Protección de los derechos e intereses colectivos. 
(…) 
Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el 
demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones 
administrativas que adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés 
colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los 
quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse 
ante el juez.  
 
Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando exista inminente peligro de 
ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, situación 
que deberá sustentarse en la demanda”.  

 

La anterior disposición y el requisito allí previsto encuentran concordancia con el numeral 4º del 

artículo 161 ibídem, el cual establece: 

 
“Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se 
someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 
 (…) 
4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá efectuar la 
reclamación prevista en el artículo 144 de este Código. (…)” 



 

Al respecto se observa, que la parte demandante si bien invoca la existencia de un perjuicio 

irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, no encuentra el Despacho 

prueba si quiera sumaria de la inminencia del mismo, que habría de evitarse con la omisión del 

requisito de procedibilidad de que trata el artículo en mención, sobre el cual ya se ha indicado 

por el Consejo de Estado, que no se trata sólo de invocarlo sino de acreditar debidamente su 

existencia4: 

 

“(…)  Como se puede apreciar, a partir de la entrada en vigencia de la nueva regulación 
procesal, el actor popular debe dar cumplimiento al agotamiento del requisito previo de 
procedibilidad antes reseñado, conforme al cual se le deberá solicitar a la autoridad 
administrativa o particular que ejerce funciones administrativas que adopte las medidas 
necesarias para proteger el derecho o interés colectivo amenazado o violado, so pena de 
resultar improcedente el ejercicio de la acción. Para el efecto, la entidad o el particular 
cuentan con quince (15) días, contados a partir de la presentación de la solicitud, para 
adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o violación del 
derecho o interés colectivo5. 
 
De lo anterior se infiere que, al imponérsele esta obligación al administrado el legislador 
pretensión que la reclamación ante la administración fuese el primer escenario en el que se 
solicite la protección de los derechos colectivos presuntamente violados, en aras a que, de 
ser posible, cese de manera inmediata la vulneración a tales derechos. 
 
Ahora bien, la reclamación previa podrá omitirse cuando exista un inminente peligro de 
ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, siempre 
que haya sido expresado y sustentado en la demanda y, desde luego, acompañado del 
acervo probatorio idóneo y suficiente para acreditar esa especialísima situación”. 

 
 

Conforme con lo expuesto, a pesar de que el accionante señala que la acción 

constitucional se instaura, para evitar un perjuicio irremediable  que se cierne sobre el bien 

inmueble identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 370-46194 y número predial 

J- 087300010000, como zona verde No. 1, debido al proceso constructivo habitacional que 

se pretende adelantar allí y que se encuentra comercializando en planos la firma Cosenza 

Constructora S.A., no obra prueba de la inminencia del inicio del proyecto o de la 

afectación sobre el predio en cuestión que demuestre la imposibilidad de provocar un 

pronunciamiento previo de las entidades implicadas, por lo que deberá acreditarse el 

cumplimiento de lo dispuesto en la norma en cita en los términos descritos por la 

jurisprudencia y respecto de todos los accionados. 

 

Lo anterior, atendiendo lo explicado en el punto 1 de este auto, donde se señalaron las 

entidades con capacidad para comparecer al proceso, frente a las cuales debe agotarse el 

aludido requisito de procedibilidad. 

 

4. Constancia de remisión de la demanda a las demandadas. El demandante no 

                                         
4 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, 
Consejero ponente: ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS, Bogotá, D.C., veintiuno (21) de agosto de 
dos mil veinte (2020), Radicación número: 13001-23-33-000-2017-00987-01 (AP) 
5 En concordancia con lo anterior, el artículo 161 del CPACA, preceptúa: “Requisitos Previos para Demandar. 
La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 
[…] 4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá efectuar la reclamación 
prevista en el artículo 144 de este Código. […]”. 



acreditó haber enviado por medio electrónico copia de la demanda y sus anexos a los 

accionados, de conformidad con lo ordenado por el numeral 8º del artículo 162 del 

CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, el cual dispone: 

 

“ART. 162.- Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse a quien sea 
competente y contendrá: 
(…) 
8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el 
demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 
demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este 
deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de 
la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 
anexos…”. 

 

Así las cosas, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 472 de 19986, se le concederá el 

término de tres (3) días a la parte demandante para que subsane la demanda frente a los 

defectos anotados, so pena de ser rechazada.    

 

Por las razones expuestas, el Despacho,   

 

RESUELVE 

 

1. INADMITIR la demanda interpuesta por el DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE 

CALI – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE GESTIÓN JURÍDICA PÚBLICA, en 

ejercicio del medio de control POPULAR (protección de los derechos e intereses 

colectivos) en contra de la SOCIEDAD MUÑOZ ECHEVERRY CONSTRUCCIONES 

S.A.- MECON S.A y otros. 

  

2. ORDENAR a la parte demandante que subsane los defectos anotados en la parte 

considerativa, dentro del término de tres (3) días contados a partir del día siguiente a la 

notificación por estado de este auto, so pena de rechazo, en aplicación de lo dispuesto 

en el inciso segundo del artículo 20 de la Ley 472 de 1998. 

 

3. DÉSE cumplimiento a lo ordenado en el artículo 201 del C.P.A.C.A., para lo cual se 

ordenará enviar mensaje de datos a la dirección electrónica presentada por la parte 

demandante notificacionesjudiciales@cali.gov.co .  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO 

JUEZ 

                                         
6 ARTICULO 20. ADMISION DE LA DEMANDA. Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la 
presentación de la demanda o petición inicial, el juez competente se pronunciará sobre su admisión. 
Inadmitirá la demanda que no cumpla con los requisitos señalados en esta ley, precisando los defectos de que 
adolezca para que el demandante los subsane en el término de tres (3) días. Si éste no lo hiciere, el juez la 
rechazará. 

 

mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
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Juzgado Administrativo 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO DE CALI 
     

Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
Auto Interlocutorio  
 
Proceso No. 76001 33 33 007 2021 00086 00 
Medio de Control:  EJECUTIVO 
Demandante: OLGA LUCÍA LOAIZA ARBELÁEZ 
Demandado: MUNICIPIO DE PALMIRA 
 

Asunto: Libra mandamiento de pago. 

 

A través de escrito visible en las páginas 1 a 481  y en ejercicio del medio de control ejecutivo2, 

la señora OLGA LUCÍA LOAIZA ARBELÁEZ por intermedio de apoderado judicial solicita que 

se libre mandamiento de pago, en los siguientes términos: 

 

“Libre mandamiento de pago contra el Municipio de Palmira por las sumas no canceladas, 
dispuestas en sentencia judicial proferida por el Juzgado 07 ADMINISTRATIVO ORAL DE 
CALI el día 31 de agosto de 2015, las cuales corresponden al reconocimiento de la prima 
de servicios desde el 19 de junio de 2010, hasta el 30 de junio de 2014, fecha en que entró 
en vigor el decreto 1545 de 2013:  
 
1. Por el capital la suma de ..........$2.671.660 

 
2. Por lo intereses del DTF……….$63.828 
 
3.. Por los intereses corrientes y moratorios sobre la anterior suma de dinero desde la 
fecha en que se hizo exigible la obligación, hasta la fecha en que se haga exigible el 
pago…………………………………$2.562.184. 
 
4. Se condene al demandado al pago de los gastos, costas judiciales y agencias en 
derecho, en la cuantía que señale su despacho.” 

 
Para resolver sobre lo pretendido con la demanda ejecutiva el Despacho se referirá a: i) 

competencia y caducidad; ii) el título ejecutivo; y iii) la orden de pago solicitada. 

 

i. COMPETENCIA Y CADUCIDAD 

 

La competencia en los procesos de ejecución que se adelantan ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo se encuentra regulada en los artículos 152, num. 7º, 155 num. 7º, 156 

num. 4º, 156 num. 9º y en el artículo 299 del C.P.A.C.A.  

  

En ese sentido se tiene que si el valor de la pretensión ejecutiva (factor objetivo) excede de 1.500 

s.m.l.m.v., corresponde a los Tribunales Administrativos en primera instancia tramitar el proceso. 

                                                 
1 Consultar archivo denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente electrónico. 
2 Se busca la ejecución a continuación del proceso declarativo, lo cual es procedente de conformidad con el artículo 306 del 
C.G.P. 
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En contraste con ello, si la cuantía de la pretensión es igual o menor a dicho monto, corresponde 

a los Juzgados Administrativos su conocimiento, según lo dispuesto en los numerales 7º de los 

artículos 152 y 155 del C.P.A.C.A.   

 

Ahora bien, en materia de ejecución de condenas al pago de sumas de dinero impuestas por esta 

jurisdicción, surge el factor de competencia por conexidad que resulta de analizar las 

disposiciones pertinentes de la Ley 1437 de 2011, cuyo efecto entraña una ruptura de los factores 

objetivos de competencia (naturaleza y cuantía) e incluso del factor territorial, y aquel prevalece 

sobre éstos por la proclamación legal de causales o circunstancias especiales que atribuyen a 

determinada autoridad judicial el conocimiento de ciertos asuntos como el presente3. 

 

En tal virtud, resulta irrelevante examinar la cuantía de las pretensiones, pues un ejemplo típico 

del factor por conexidad conforme a las reglas previstas en el numeral 9º del artículo 156 y en el 

artículo 298 del CPACA, son aquellos procesos ejecutivos relacionados con “las ejecuciones de 

las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, que le 

corresponden al juez que profirió la providencia, o a aquel que conoció del mismo en primera 

instancia en caso de haberse surtido trámite de alzada. 

 

Así las cosas, le asiste competencia a este Despacho para tramitar el medio de control ejercido 

en este evento, en razón a que la jurisprudencia contencioso administrativa ha establecido que 

“la ejecución debe tramitarla el juez que conoció el proceso en primera instancia, así este no haya 

proferido la sentencia de condena; lo anterior, con el fin de preservar los objetivos perseguidos 

con el factor de conexidad ya analizado.”4, pues esta agencia judicial tramitó en primera instancia 

el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho con radicación No. 76001-33-33-

007-2014-00151-00, en el cual fue proferida la providencia condenatoria objeto del ejecutivo. 

 

De otro lado se verifica que este medio de control fue ejercido dentro de la oportunidad prevista 

en el numeral 2º literal k) del artículo 164 del CPACA5, pues desde los diez (10) meses6 

posteriores a la fecha de ejecutoria de la providencia objeto de ejecución7, conforme a lo previsto 

en el inciso 2º del artículo 2998 ibídem, esto es desde el 6 de septiembre de 2017 a la fecha de 

                                                 
3 Sobre este aspecto consúltese Consejo de Estado – Sección Segunda, Auto Interlocutorio de Interés Jurídico del 25 de julio de 2016, Consejero 
Ponente: Dr. William Hernández Gómez, radicación interna 4935-2014. 
4 Consejo de Estado – Sección Segunda, auto por importancia jurídica del 25 de julio de 2017, Radicación número: 11001-03-25-000-2014-

01534-00(4935-14), Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. 
5 “Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 

(…) 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
(…) 

k) Cuando se pretenda la ejecución con títulos derivados del contrato, de decisiones judiciales proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo en cualquier materia y de laudos arbitrales contractuales estatales, el término para solicitar su ejecución será de cinco (5) años 
contados a partir de la exigibilidad de la obligación en ellos contenida; (…)” 
6 Sobre la caducidad del medio de control ejecutivo ver: Consejo de Estado – Sección Segunda, auto del treinta (30) de junio de dos mil dieciséis 

(2016), Radicación número: 25000-23-42-000-2013-06595-01(3637-14), Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. 
7 La sentencia de primera instancia No. 150 del 31 de agosto de 2015 proferida por este Despacho cobró ejecutoria el 6 de 
noviembre de 2016 según constancia visible en la página 65 del archivo denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente 
electrónico. 
8 “Artículo 299. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades públicas. 
(…) 
Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante 
esta misma jurisdicción según las reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro de los diez (10) meses siguientes 
a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado cumplimiento.” 
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presentación de la demanda ejecutiva el 28 de junio de 20219, no trascurrieron más de cinco (5) 

años.  

 

Por último, precisa esta agencia judicial aludir a que si bien el artículo 47 de la Ley 1551 de 2012 

consagra la obligación de agotar la conciliación prejudicial como “requisito de procedibilidad de 

los procesos ejecutivos que se promuevan contra los municipios”, esta disposición fue declarada 

condicionalmente exequible por la Corte Constitucional a través de sentencia C-533 de 2013, 

bajo el entendido que dicho requisito no opera cuando se trate del cobro ejecutivo de acreencias 

laborales, en los siguientes términos: 

 

“Es claro entonces, que la regulación vigente no es precisa en cuanto a cuáles son las 
condiciones de aplicación del artículo 47 demandado a los procesos ejecutivos en 
contra de los municipios, en los que se reclamen obligaciones de carácter laboral, y 
como podría ser interpretada válidamente, como que incluye controversias de este tipo, 
porque la norma dispone que en todo proceso ejecutivo adelantado contra un municipio 
debe llevarse a cabo previamente una conciliación, es factible afirmar que el legislador 
viola los derechos laborales de los trabajadores que tienen deudas reconocidas, 
pendientes de pago por los dichos entes territoriales, susceptibles de ser reclamadas 
mediante un proceso ejecutivo, en especial los derechos a 'la irrenunciabilidad de los 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales' (art. 53, CP) y su derecho a la 
igualdad (art. 13, CP), al exigirles un requisito procesal (la conciliación prejudicial) que 
está expresamente excluido por la ley para el resto de los trabajadores. 

 
Esto quiere decir que, aunque la norma es ajustada a la Constitución a la luz de los dos 
primeros cargos analizados, es a la vez inconstitucional a la luz del tercer cargo 
estudiado. Esto lleva a que la decisión de la Sala sea la de declarar exequible la norma 
constitucional, bajo el entendido que la misma no es aplicable a los procesos ejecutivos 
en contra de municipios que puedan tener por objeto el reclamo de deudas laborales 
reconocidas a los trabajadores, susceptibles de ser cobradas mediante proceso 
ejecutivo.” 
 

Así las cosas, no le es exigible al extremo ejecutante agotar el requisito de procedibilidad en 

cuestión, motivo por el cual es posible sin éste estudiar la solicitud de ejecución.  

 

ii. EL TÍTULO EJECUTIVO 

 

El artículo 422 del C.G.P. establece que “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena 

proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 

providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 

auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. (…)”. 

  

De otro lado, los numerales 1º y 2º del artículo 297 del CPACA disponen que constituyen título 

ejecutivo las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, mediante las cuales se haya condenado a una entidad pública al pago 

de sumas dinerarias, así como las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos 

                                                 
9 Consultar archivo denominado “02CorreoMemorialDemandaEjecutivo.pdf” en el expediente electrónico. 
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alternativos de solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago 

de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible.  

 

En el presente caso se tiene que el título base de la ejecución está constituido por la sentencia 

No. 150 del 31 de agosto de 2015 proferida por este Despacho10, providencia ésta que puso 

fin al trámite del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho con radicación 

número 76-001-33-33-007-2014-00151-00, y frente a la cual recaen los efectos de la ejecutoria 

desde el día 6 de noviembre de 2016 según constancia visible en la página 65 del archivo  

denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente electrónico. 

 

Así las cosas, estima esta instancia que la obligación contenida en la providencia referida es: i) 

clara, por cuanto se desprende que la misma consiste en pagar sumas de dinero y no en otra 

distinta; ii) expresa, en razón a que se puede especificar su cuantía y el motivo por el que se 

adeuda, que no es otro que el reconocimiento de un emolumento de carácter laboral a favor de 

la actora; y iii) actualmente exigible, porque desde la fecha en que quedó ejecutoriada (6 de 

noviembre de 2016) y aquella en que el extremo ejecutante formuló la demanda ejecutiva (28 de 

junio de 2021), transcurrieron más de diez (10) meses, que es la condición que impone el inciso 

2º del artículo 299 del CPACA, norma bajo la cual se tramitó el proceso en que fue proferida la 

providencia que constituye el título ejecutivo, para poder ejecutar condenas de esta jurisdicción 

en caso de que la entidad obligada no hubiere dado el cumplimiento respectivo. 

 

iii. LA ORDEN DE PAGO SOLICITADA 

 

El artículo 430 del Código General del Proceso establece que una vez presentada la demanda 

“acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando 

al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que 

aquel considere legal”. Esta disposición entraña, naturalmente, la posibilidad de que el juez se 

abstenga de librar el mandamiento, en caso de que el título no incorpore el derecho o la obligación 

cuya satisfacción se pretende por la vía coercitiva judicial que supone el ejercicio de la acción 

ejecutiva. 

 

Para determinar las sumas cuyo pago se pretende en el presente asunto, se advierte necesario 

transcribir la parte resolutiva de la providencia objeto de ejecución, y en ese sentido la sentencia 

No. 150 del 31 de agosto de 2015 proferida por este Despacho dispuso: 

 

“PRIMERO. - DECLARAR la prescripción trienal de las mesadas causadas con anterioridad 
del 19 de junio de 2010, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. - DECLARAR la nulidad del acto administrativo contenido en el oficio No. 
1151.6.1.1785 del 24 de junio de 2013, proferido por LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
MUNICIPAL DE PALMIRA – VALLE, donde se niega el reconocimiento y pago de la Prima de 
Servicios, a la señora OLGA LUCÍA LOAIZA ARBELÁEZ. 
 

                                                 
10 Páginas 51 a 65 del archivo denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente electrónico. 
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TERCERO. - como consecuencia de la declaración anterior y a título de restablecimiento del 
derecho CONDÉNESE al MUNICIPIO DE PALMIRA - VALLE a reconocer, liquidar y pagar a 
la señora OLGA LUCÍA LOAIZA ARBELÁEZ, la prima de servicios que se haya causado 
desde el 19 de junio de 2010, (por prescripción trienal) y hasta la fecha en que estuvo 
vinculada con el ente demandado, para lo cual deberá dar aplicación a las disposiciones 
normativas que regulan lo concerniente a dicha prestación. 
 
CUARTO.- Las sumas de dinero que resultaren a pagar se actualizarán teniendo en cuenta 
el Índice de Precios al Consumidor, conforme a lo dispuesto en el art. 187 del C.P.A.C.A. 
 
QUINTO. - CONDENAR en costas a la parte demandada, a favor de la parte actora, en cuya 
liquidación que deberá ser realizada por la secretaría del juzgado, se incluirá las agencias en 
derecho, tal como se indicó en el cuerpo de este proveído. Liquídense por secretaría en los 
términos del artículo 366 del C.G.P., tal como lo estipula el artículo 188 del CPACA. 
 
 
SEXTO.- DÉSE cumplimiento a la presente sentencia, en los términos previstos en el artículo 
192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.(…)”. 
 

 
En tal virtud, establecidos por la providencia transcrita los parámetros con base en los cuales le 

fue reconocido el derecho cuyo pago busca la actora, procede el Despacho a determinar si los 

montos pretendidos en la demanda por concepto de capital e intereses se ajustan a los precisos 

términos bajo los cuales quedó obligada la entidad ejecutada.  

 

 Suma adeudada por concepto de capital 

 

Previo a determinar las sumas de capital que adeuda la ejecutada en el presente asunto, advierte 

el Despacho que, en la sentencia que sirve de título base de recaudo, se aludió al parágrafo 2º 

del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 como fuente normativa en virtud de la cual resulta procedente 

reconocer la prima de servicios a favor de la actora, de la que se derivan las sumas de dinero 

objeto de ejecución. 

 

Ahora bien, habida consideración que la referida Ley 91 de 1989 no prevé las reglas de causación 

y liquidación de dicha prima, es necesario acudir para el efecto a las normas del régimen general 

previsto en el Decreto 1042 de 1978, el cual establece en relación con el emolumento laboral 

aludido lo siguiente: 

 

“Artículo 58. La prima de servicio. Los funcionarios a quienes se aplica el presente 
Decreto tendrán derecho a una prima de servicio anual equivalente a quince días de 
remuneración, que se pagará en los primeros quince días del mes de julio de cada año. 
  
Esta prima no se regirá para los funcionarios que con anterioridad tengan asignada esta 
contraprestación cualquiera que sea su nombre. 
  
(Texto subrayado declarado EXEQUIBLE mediante Sentencia C-402 de 2013)” 

 

Para la liquidación de la prima, el artículo 59 ibídem prevé: 

 

“Artículo 59. De la base para liquidar la prima de servicio. La prima a que se refiere el artículo 
anterior se liquidará sobre los factores de salario que se determinan a continuación: 
 
a) El sueldo básico fijado por la ley para el respectivo cargo. 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=56360#402
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b) Los incrementos salariales por antigüedad a que se refieren los artículos 49 y 97 de este 
Decreto. 

 
c) Los gastos de representación. 

 
d) Los auxilios de alimentación y transporte. 

 
e) La bonificación por servicios prestados. 

 
Para liquidar la prima de servicio, se tendrá en cuenta la cuantía de los factores señalados en los 

ordinales precedentes a 30 de junio de cada año.” 

 

Adicional a lo anterior, el artículo 8º del Decreto 10 de 1996 consagra la posibilidad de liquidar la 

prima de servicios de manera proporcional así: 

 

“Artículo 8. Pago proporcional de la prima de servicios. Cuando el empleado no haya 
trabajado el año completo tendrá derecho al reconocimiento y pago en forma proporcional de la 
prima de servicios, de que trata el artículo 58 del Decreto 1042 de 1978, siempre que hubiere 
prestado sus servicios al organismo por un término mínimo de seis (6) meses.  
 
No obstante lo dispuesto en el presente artículo, cuando un funcionario pase del servicio de una 
entidad a otra, el tiempo laborado en la primera se computará para efectos de la liquidación de 
esta prima, siempre que no haya solución de continuidad en el servicio. Se entenderá que hubo 
solución de continuidad cuando medien más de quince (15) días hábiles entre el retiro de una 
entidad y el ingreso a otra.” 
 

Pues bien, partiendo de la base que el reconocimiento de la prima de servicios en este evento se 

limitó a aquella causada a partir del 19 de junio de 2010 por efecto de la prescripción trienal, 

aunado a que dicho reconocimiento se encuentra limitado con ocasión del inicio del 

reconocimiento de la prima de servicios creada por el Decreto 1545 de 201311, se procederá a 

calcular los montos adeudados a la ejecutante entre 2010 y 2013, considerando además que de 

acuerdo con  la liquidación realizada por el extremo activo visible en la página 2 del archivo 

denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente electrónico, se exige dicho derecho 

únicamente en el periodo indicado. 

 

Adicional a lo anterior, se tomará como base para la liquidación de la prima de servicios el salario 

básico mensual de la demandante en cada anualidad del periodo a liquidar, habida cuenta que 

es el único de los factores que devengó según consta en los comprobantes de pago visibles en 

las páginas 68 a 71 del archivo denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente digital, 

de aquellos señalados por el citado artículo 59 del Decreto 1042 de 1978 para los efectos en 

cuestión. 

 

De igual modo y tal como lo ordenó la sentencia objeto de ejecución, se actualizará la prima 

reconocida al ejecutante tomando como base el Índice de Precios al Consumidor con fundamento 

en lo dispuesto en el artículo 187 del CPACA así: 

 

                                                 
11 “ARTÍCULO 6. Incompatibilidad con otras primas. La prima de servicios de que trata este Decreto es incompatible con 
cualquier otra prima que perciban los docentes y directivos docentes por el mismo concepto, sin importar su denominación y 
cualquiera que sea su fuente de financiación”.  
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Como la prima de servicios de que trata el artículo 58 del Decreto 1042 de 1978 se paga en los 

primeros 15 días del mes de julio de cada año, se tomará como índice incial de precios al 

consumidor aquel del mes de junio de la respectiva anualidad, y como índice final el vigente para 

el mes de octubre de 2016 (mes anterior a aquel en el que cobró ejecutoria la sentencia).   

 

Así las cosas, se procede a establecer el monto adeudado por la prima de servicios a favor de la 

demandante para la fecha de ejecutoria de la sentencia proferida por este Despacho: 

 

AÑO 

BASE DE 
LIQUIDACIÓN 

(SALARIO 
BÁSICO 

MENSUAL) 

MONTO 
ADEUDADO POR 

PRIMA DE 
SERVICIOS 

INDEXACIÓN PRIMA DE 
SERVICIOS 
INDEXADA 

ÍNDICE 
INICIAL 

ÍNDICE 
FINAL 

2010  $      1.131.929   $              18.607*  104,52 132,70  $        23.624  

2011  $      1.167.812   $            583.906  107,90 132,70  $      718.143  

2012  $      1.226.203   $            613.102  111,35 132,70  $      730.679  

2013  $      1.268.385   $            634.193  113,75 132,70  $      739.869  

TOTAL CAPITAL INDEXADO  $  2.212.316  
 

*Nota: la liquidación de la prima para el año 2010 se calcula proporcional entre el 19 y el 30 de junio de 

2010, aplicando la siguiente fórmula: 

 

Prima proporcional = [(salario básico de 2010/2) * 12 días entre el 19/06/10 y 30/06/10] / 365 

 

Lo anterior, por efecto de la prescripción trienal decretada en la sentencia que constituye el título 

y que afectó las sumas causadas antes del 19 de junio de 2010, considerando que la causación 

de este emolumento es anual, luego al pagarse en los primeros 15 días del mes de julio se 

entiende que su causación comprende el periodo que corre entre julio de 2009 y junio de 2010. 

 

Así las cosas, la ejecutada adeuda a la demandante, por concepto de capital indexado, la suma 

de $2.212.316, la cual será objeto del mandamiento de pago. 

 

 Suma adeudada por concepto de intereses 

 

Observa el Despacho que la liquidación de intereses que efectúa el extremo ejecutante no 

obedece a lo que por este concepto ordena la ley, luego es menester realizarla con estricto apego 

a lo dispuesto tanto por ésta como por el título base de recaudo. 

 

Pues bien, en razón a que la providencia objeto de ejecución ordenó su cumplimiento en los 

términos dispuestos en el artículo 192 del CPACA, se tiene que el inciso 3º de esta disposición 

establece que “Las cantidades líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una 

condena o que aprueben una conciliación devengarán intereses moratorios a partir de la 
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ejecutoria de la respectiva sentencia o del auto, según lo previsto en este Código.” 

 

En punto a ello, el numeral 4º del artículo 195 ibídem prescribe que “Las sumas de dinero 

reconocidas en providencias que impongan o liquiden una condena o que aprueben una 

conciliación, devengarán intereses moratorios a una tasa equivalente al DTF desde su ejecutoria. 

No obstante, una vez vencido el término de los diez (10) meses de que trata el inciso segundo 

del artículo 192 de este Código o el de los cinco (5) días establecidos en el numeral anterior, lo 

que ocurra primero, sin que la entidad obligada hubiese realizado el pago efectivo del crédito 

judicialmente reconocido, las cantidades líquidas adeudadas causarán un interés moratorio a la 

tasa comercial.” 

 

A partir de las disposiciones previamente citadas, se tiene que durante los diez (10) meses 

siguientes a la ejecutoria de la sentencia objeto de ejecución, las sumas adeudadas causan 

intereses cuya liquidación se realiza con base en la tasa equivalente al DTF, y posteriomente 

dicha liquidación se efectúa con referencia a la tasa de interés comercial, bajo el entiendido que 

en este segundo periodo se trata de intereses moratorios12. 

 

En consecuencia, el mandamiento de pago debe cobijar en este evento los intereses que se 

hayan causado a partir de la fecha de ejecutoria de la sentencia de primera instancia del 31 de 

agosto de 2015 proferida por este Despacho, con la claridad de que tales intereses se liquidarán 

en dos periodos, así: 

  

Un primer periodo de tres (3) meses comprendido entre el día 7 de noviembre de 2016 (día 

siguiente al de la ejecutoria de la sentencia) hasta el día 7 de febrero de 2017 y desde el 26 de 

julio de 2017 hasta el 7 de septiembre de 2017 a una tasa equivalente al DTF. Esto obedece a 

que la parte ejecutante no acudió ante la entidad demandada para hacer efectiva la condena 

dentro de los tres (3) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia, sino que la solicitud 

respectiva la elevó el 26 de julio de 201713 de modo que se interrumpió la causación de intereses 

según lo dispone el inciso 5º del artículo 192 del CPACA en los siguientes términos: 

 

“Artículo  192. Cumplimiento de sentencias o conciliaciones por parte de las 
entidades públicas. 
 
(…) 
 
Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide 
una condena o de la que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios hayan 
acudido ante la entidad responsable para hacerla efectiva, cesará la causación de 
intereses desde entonces hasta cuando se presente la solicitud. (…)” 
 
 

 

                                                 
12 El artículo 884 del Código de Comercio establece que el interés moratorio es “equivalente a una y media veces 

del bancario corriente”. 
13 Ver página 66 del  archivo denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente digital. 
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El segundo periodo, según lo analizado con antelación, correrá desde el vencimiento de los diez 

meses posteriores a la fecha de ejecutoria de la sentencia que impone la condena (8 de 

septiembre de 2017), hasta la fecha en la que se profiere esta providencia, bajo la claridad de 

que este segundo periodo de liquidación de intereses habrá de ser actualizado en el momento 

procesal oportuno, pues su causación se extenderá hasta la fecha en que se satisfaga la 

obligación insoluta. 

 

En consecuencia, la liquidación de intereses en los dos periodos mencionados arroja los 

siguientes valores: 

 

 Periodo 1: 

    

 
 

DTF 

PERÍODO DE 
LIQUIDACIÓN LIQUIDACIÓN INTERESES DTF CAPITAL $2.212.316 

07-nov.-16 30-nov.-16 24 7,01% 0,01856% $2.212.316 $9.857 

01-dic.-16 31-dic.-16 31 6,92% 0,01833% $2.212.316 $12.573 

01-ene.-17 31-ene.-17 31 6,94% 0,01838% $2.212.316 $12.609 

 01-feb.-17 07-feb.-17 7 6,78% 0,01797% $2.212.316 $2.784 

 26-jul.-17 31-jul.-17 6 5,65% 0,01506% $2.212.316 $1.999 

 01-ago.-17 31-ago.-17 31 5,58% 0,01488% $2.212.316 $10.203 

 01-sep.-17 07-sep.-17 7 5,52% 0,01472% $2.212.316 $2.280 

TOTAL INTERÉS DTF PERÍODO I (DEL 07/11/2016 AL 07/02/2017 Y DEL 26/07/2017 AL 7/09/2017   $52.304 

 

 Periodo 2:  

 

SUPERFINANCIERA DE COLOMBIA LIQUIDACIÓN INTERESES DE MORA CAPITAL $2.212.316 

RES. 
NRO. 

FECHA 
RES. 

DESDE HASTA DÍAS 
TASA 
INT. 
CTE. 

TASA 
USURA 
CERTIF 

TASA 
EFECTIVA 

DIARIA 

CAPITAL 
BASE DE 

LIQUIDACIÓN 

VALOR 
INTERESES 
DE MORA 
MENSUAL 

1155  30-ago.-17 08-sep.-17 30-sep.-17 23 21,48% 32,22% 0,07655%  $      2.212.316   $          38.951  

1298  29-sep.-17 01-oct.-17 31-oct.-17 31 21,15% 31,73% 0,07552%  $      2.212.316   $          51.793  

1447  27-oct.-17 01-nov.-17 30-nov.-17 30 20,96% 31,44% 0,07493%  $      2.212.316   $          49.729  

1619  29-nov.-17 01-dic.-17 31-dic.-17 31 20,77% 31,16% 0,07433%  $      2.212.316   $          50.978  

1890  28-dic.-17 01-ene.-18 31-ene.-18 31 20,69% 31,04% 0,07408%  $      2.212.316   $          50.806  

131  31-ene.-18 01-feb.-18 28-feb.-18 28 21,01% 31,52% 0,07508%  $      2.212.316   $          46.510  

259  28-feb.-18 01-mar.-18 31-mar.-18 31 20,68% 31,02% 0,07405%  $      2.212.316   $          50.784  

398  28-mar.-18 01-abr.-18 30-abr.-18 30 20,48% 30,72% 0,07342%  $      2.212.316   $          48.729  

527  28-abr.-18 01-may.-18 31-may.-18 31 20,44% 30,66% 0,07329%  $      2.212.316   $          50.267  

687  30-may.-18 01-jun.-18 30-jun.-18 30 20,28% 30,42% 0,07279%  $      2.212.316   $          48.311  

820  28-jun.-18 01-jul.-18 31-jul.-18 31 20,03% 30,05% 0,07200%  $      2.212.316   $          49.380  

954  27-jul.-18 01-ago.-18 31-ago.-18 31 19,94% 29,91% 0,07172%  $      2.212.316   $          49.185  

1112  31-ago.-18 01-sep.-18 30-sep.-18 30 19,81% 29,72% 0,07130%  $      2.212.316   $          47.325  

1294  28-sep.-18 01-oct.-18 31-oct.-18 31 19,63% 29,45% 0,07073%  $      2.212.316   $          48.510  

1521  31-oct.-18 01-nov.-18 30-nov.-18 30 19,49% 29,24% 0,07029%  $      2.212.316   $          46.650  

1708  29-nov.-18 01-dic.-18 31-dic.-18 31 19,40% 29,10% 0,07000%  $      2.212.316   $          48.008  

1872  27-dic.-18 01-ene.-19 31-ene.-19 31 19,16% 28,74% 0,06924%  $      2.212.316   $          47.483  

111  31-ene.-19 01-feb.-19 28-feb.-19 28 19,70% 29,55% 0,07096%  $      2.212.316   $          43.953  

263  28-feb.-19 01-mar.-19 31-mar.-19 31 19,37% 29,06% 0,06991%  $      2.212.316   $          47.943  

389  29-mar.-19 01-abr.-19 30-abr.-19 30 19,32% 28,98% 0,06975%  $      2.212.316   $          46.291  

574  30-abr.-19 01-may.-19 31-may.-19 31 19,34% 29,01% 0,06981%  $      2.212.316   $          47.877  

697  30-may.-19 01-jun.-19 30-jun.-19 30 19,30% 28,95% 0,06968%  $      2.212.316   $          46.248  

829  28-jun.-19 01-jul.-19 31-jul.-19 31 19,28% 28,92% 0,06962%  $      2.212.316   $          47.746  

1018  31-jul.-19 01-ago.-19 31-ago.-19 31 19,32% 28,98% 0,06975%  $      2.212.316   $          47.834  

1145  30-ago.-19 01-sep.-19 30-sep.-19 30 19,32% 28,98% 0,06975%  $      2.212.316   $          46.291  
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1293  30-sep.-19 01-oct.-19 31-oct.-19 31 19,10% 28,65% 0,06904%  $      2.212.316   $          47.352  

1474  30-oct.-19 01-nov.-19 30-nov.-19 30 19,03% 28,55% 0,06882%  $      2.212.316   $          45.676  

1603  29-nov.-19 01-dic.-19 31-dic.-19 31 18,91% 28,37% 0,06844%  $      2.212.316   $          46.935  

1768  27-dic.-19 01-ene.-20 31-ene.-20 31 18,77% 28,16% 0,06799%  $      2.212.316   $          46.627  

94  30-ene.-20 01-feb.-20 29-feb.-20 29 19,06% 28,59% 0,06892%  $      2.212.316   $          44.215  

205  27-feb.-20 01-mar.-20 31-mar.-20 31 18,95% 28,43% 0,06856%  $      2.212.316   $          47.023  

351  27-mar.-20 01-abr.-20 30-abr.-20 30 18,69% 28,04% 0,06773%  $      2.212.316   $          44.953  

437  30-abr.-20 01-may.-20 31-may.-20 31 18,19% 27,29% 0,06612%  $      2.212.316   $          45.346  

505  29-may.-20 01-jun.-20 30-jun.-20 30 18,12% 27,18% 0,06589%  $      2.212.316   $          43.733  

605  30-jun.-20 01-jul.-20 31-jul.-20 31 18,12% 27,18% 0,06589%  $      2.212.316   $          45.191  

685  31-jul.-20 01-ago.-20 31-ago.-20 31 18,29% 27,44% 0,06644%  $      2.212.316   $          45.568  

769  28-ago.-20 01-sep.-20 30-sep.-20 30 18,35% 27,53% 0,06664%  $      2.212.316   $          44.226  

869  30-sep.-20 01-oct.-20 31-oct.-20 31 18,09% 27,14% 0,06580%  $      2.212.316   $          45.125  

947  29-oct.-20 01-nov.-20 30-nov.-20 30 17,84% 26,76% 0,06499%  $      2.212.316   $          43.132  

1034  26-nov.-20 01-dic.-20 31-dic.-20 31 17,46% 26,19% 0,06375%  $      2.212.316   $          43.722  

1215  30-dic.-20 01-ene.-21 31-ene.-21 31 17,32% 25,98% 0,06329%  $      2.212.316   $          43.409  

64  29-ene.-21 01-feb.-21 28-feb.-21 28 17,54% 26,31% 0,06401%  $      2.212.316   $          39.652  

161  26-feb.-21 01-mar.-21 31-mar.-21 31 17,41% 26,12% 0,06359%  $      2.212.316   $          43.610  

305  31-mar.-21 01-abr.-21 30-abr.-21 30 17,31% 25,97% 0,06326%  $      2.212.316   $          41.987  

407  30-abr.-21 01-may.-21 31-may.-21 31 17,22% 25,83% 0,06297%  $      2.212.316   $          43.185  

509  28-may.-21 01-jun.-21 30-jun.-21 30 17,21% 25,82% 0,06294%  $      2.212.316   $          41.770  

622  30-jun.-21 01-jul.-21 31-jul.-21 31 17,18% 25,77% 0,06284%  $      2.212.316   $          43.095  

804  30-jul.-21 01-ago.-21 18-ago.-21 18 17,24% 25,86% 0,06303%  $      2.212.316   $          25.101  

TOTAL INTERESES MORATORIOS A LA TASA COMERCIAL AL 18 DE AGOSTO DE 2021    $     2.198.213  

 

Total sumas objeto del mandamiento de pago 

 

De acuerdo con el cálculo precedente, el mandamiento de pago se librará en la forma en la que 

este despacho determina como legal (artículo 430 C.G.P), por las siguientes sumas, 

considerando que en este evento existe título ejecutivo revestido de claridad, expresividad y 

exigibilidad como se estudió en el apartado precedente: 

 

CONCEPTO VALOR 

Capital indexado $ 2.212.316 

Intereses periodo 1      $      52.304 

Intereses periodo 2 $ 2.198.213 

 

Como consecuencia de lo anterior, el juzgado: 

 

DISPONE 

 

PRIMERO: LIBRAR mandamiento de pago a favor de la ejecutante y a cargo del Municipio de 

Palmira por las siguientes sumas de dinero, con base en lo dispuesto en la sentencia No. 150 del 

31 de agosto de 2015 proferida por este Despacho: 

 

- Por $2.212.316 que corresponde al capital indexado. 

- Por $52.304 que corresponde a los intereses causados entre el 7 de noviembre de 2016 

y el 7 de febrero de 2017 y entre el 26 de julio de 2017 y el 7 de septiembre de 2017. 
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- Por $2.198.213 que corresponde a los intereses causados entre el 8 de septiembre de 

2017 y la fecha en la que se profiere esta providencia. 

- Por los intereses de mora que se causen sobre las sumas de capital a partir del día 

siguiente a la fecha de expedición de este auto y hasta cuando se satisfaga la obligación 

en su totalidad. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR personalmente esta providencia al representante legal del MUNICIPIO 

DE PALMIRA, VALLE a través del correo electrónico notificaciones.judiciales@palmira.gov.co, 

haciéndole saber que dispone del término de cinco (5) días para el cumplimiento de la obligación 

o el de diez (10) días para formular excepciones (artículos 431, 442 y 443 del Código General del 

Proceso).    

 

TERCERO: NOTIFICAR a la Procuradora 58 Judicial I Administrativo de Cali en su calidad de 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Juzgado, a través del correo electrónico    

procjudadm58@procuraduria.gov.co., de conformidad con  lo dispuesto en el artículo 290 del 

Código General del Proceso.  

 

CUARTO: Las notificaciones de que tratan los numerales anteriores, así como el envío de los 

traslados de la demanda se realizarán a través de correo electrónico, como lo dispone el 

artículo 199 del C.P.C.A. en concordancia con el Decreto 806 de 2020 (Art. 2 y 8). 

 

QUINTO: Por la secretaría DAR cumplimiento al artículo 201 del C.P.A.C.A., para lo cual se 

ordena enviar mensaje de datos a la dirección electrónica suministrada por la parte demandante 

(notificacionescali@giraldoabogados.com.co). 

 

SEXTO: TENER al abogado RUBEN DARÍO GIRALDO MONTOYA, identificado con la C.C. 

No. 10.248.428 y tarjeta profesional No. 120.489 del C.S.J., como apoderado principal de la 

parte demandante y como apoderada sustituta a la abogada YAMILETH PLAZA MAÑOZCA, 

identificada con la C.C. No. 66.818.555 y tarjeta profesional No. 100.586 del C.S.J., en los 

términos y con las facultades conferidas en el memorial poder visible en las páginas 49 y 50 

del archivo denominado “01DemandaEjecutivo.pdf” en el expediente electrónico.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

mailto:notificaciones.judiciales@palmira.gov.co
mailto:procjudadm58@procuraduria.gov.co
mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
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Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Auto Interlocutorio  

 
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.        76001-33-33-007-2018-00156-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:       HOLANDA AGUIRRE GÓMEZ 
Demandada:        NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE  
                             PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG  
                           
 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora HOLANDA AGUIRRE GÓMEZ, mediante apoderado judicial, instauró demanda 

en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG, a fin de que se declare la 

nulidad del acto ficto o presunto negativo configurado por la falta de respuesta a la petición 

presentada el 17 de mayo de 2017.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso corriendo término para presentar alegatos de conclusión, la 

apoderada judicial de la parte actora presenta ante el Despacho desistimiento de las 

pretensiones de la demanda1, por cuanto “los recientes pronunciamientos jurisprudenciales 

han permitido que el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle adoptara una postura 

sobre el objeto del litigio, y de continuar con esta instancia judicial mi representada será 

                     
1 Consultar archivo 06 en el expediente digitalizado.  
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sancionada con el pago de costas procesales y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.2  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado3 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

 

Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

                     
2 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
3 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 
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de fondo, puesto que se encuentra en etapa de alegatos de conclusión, además la 

apoderada de la parte demandante cuenta con facultades expresas para desistir, pues la 

sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades otorgadas en el poder inicial 

(archivo 03, pág. 2 archivo 06 y folio 1 del archivo 01 en el expediente digitalizado).   

  

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado4 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

 

3. Sin condena en costas. 

 

                     
4 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 



2018-00156 

4. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

5. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos: 

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

037746adc6391adcbb3d5a9a1b1d5e39b56ef589bb84f20e1bef804d03c7d

7f8 

Documento generado en 18/08/2021 11:08:20 a. m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

Auto Interlocutorio  
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.   76001-33-33-007-2020-00289-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:          SONIA GOMEZ MORENO    
Demandada:         NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y 
OTRO 

 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora SONIA GOMEZ MORENO, mediante apoderado judicial, instauró demanda en 

ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en 

contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y el DISTRITO ESPECIAL DE 

SANTIAGO DE CALI, a fin de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto negativo 

configurado por la falta de respuesta a la petición presentada el 27 de agosto de 2019.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso con término de traslado de la demanda vencido y pendiente de 

fijar fecha para audiencia inicial o resolver lo que en derecho corresponda conforme a los 

artículos 1751 y 182A del CPACA, la apoderada judicial de la parte actora presenta ante el 

Despacho desistimiento de las pretensiones de la demanda2, por cuanto “los recientes 

pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del litigio, y de continuar con 

                     
1 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
2 Consultar archivo 11 en el expediente electrónico.   
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esta instancia judicial mi representada será sancionada con el pago de costas procesales 

y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.3  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado4 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

 

                     
3 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
4 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 



2020-00289 

Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

de fondo, puesto que venció el término de traslado de la demanda y se encuentra pendiente 

de fijar fecha para audiencia inicial o dar aplicación a lo dispuesto por los artículos 175 y 

182A del CPACA, además la apoderada de la parte demandante cuenta con facultades 

expresas para desistir, pues la sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades 

otorgadas en el poder inicial (archivo 09; pág. 2 archivo 11 y folios 47 y 48 del archivo 01 

en el expediente electrónico).  

 

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado5 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos, por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

                     
5 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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3. Sin condena en costas. 

 

4. TENER a la abogada Tatiana Vélez Marín portadora de la T.P. No. 233.627 del C. S. de 

la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos del memorial 

allegado al proceso6.  

 
5. TENER al abogado Jamith Antonio Valencia Tello portador de la T.P. No. 128.870 del 

C. S. de la J, como apoderado judicial del Distrito Especial de Santiago de Cali, en los 

términos del memorial poder allegado al proceso7.  

 

6. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

7. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos: 

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
jamithv@yahoo.com  
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

319b0407fd575aaf9f82b2da34b32fa4f2a89243207ac27eee84847867489

bf3 

Documento generado en 18/08/2021 11:08:27 a. m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                     
6 Archivo 09 y pág. 2 del archivo 11 en el expediente electrónico.   
7 Pág. 1 a 8 del archivo 07 en el expediente electrónico.   
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

Auto Interlocutorio  
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.   76001-33-33-007-2019-00340-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:          TERESA DE JESÚS FRANCO GÓMEZ  
Demandada:         NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y 
OTRO 

 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora TERESA DE JESÚS FRANCO GÓMEZ, mediante apoderado judicial, instauró 

demanda en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y el 

MUNICIPIO DE PALMIRA - VALLE, a fin de que se declare la nulidad del acto ficto o 

presunto negativo configurado por la falta de respuesta a la petición presentada el 28 de 

agosto de 2018.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso con término de traslado de la demanda vencido y pendiente de 

fijar fecha para audiencia inicial o resolver lo que en derecho corresponda conforme a los 

artículos 1751 y 182A del CPACA, la apoderada judicial de la parte actora presenta ante el 

Despacho desistimiento de las pretensiones de la demanda2, por cuanto “los recientes 

pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que el Tribunal Contencioso 

                     
1 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
2 Consultar archivo 13 en el expediente digitalizado.  
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Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del litigio, y de continuar con 

esta instancia judicial mi representada será sancionada con el pago de costas procesales 

y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.3  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado4 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

                     
3 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
4 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 
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Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

de fondo, puesto que venció el término de traslado de la demanda y se encuentra pendiente 

de fijar fecha para audiencia inicial o dar aplicación a lo dispuesto por los artículos 175 y 

182A del CPACA, además la apoderada de la parte demandante cuenta con facultades 

expresas para desistir, pues la sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades 

otorgadas en el poder inicial (archivo 09; pág. 2 archivo 13 y folios 25 y 26 del archivo 01 

en el expediente digitalizado).  

 

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado5 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

                     
5 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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3. Sin condena en costas. 

 

4. TENER a la abogada Tatiana Vélez Marín portadora de la T.P. No. 233.627 del C. S. de 

la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos del memorial 

allegado al proceso6.  

 
5. TENER a la abogada Edid Paola Orduz Trujillo portadora de la T.P. No. 213.648 del C. 

S. de la J, como apoderada sustituta del Ministerio de Educación Nacional, en los 

términos del memorial allegado al proceso7.  

 

6. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

7. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos: 

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
notificacionesjudiciales@palmira.gov.co 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
notjudicial@fiduprevisora.com.co 
t_eorduz@fiduprevisora.com.co  
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

3a19d43f4fcf2e3bc5c91ac47993b19967d1567043cedf0c6d4e908fbb133

a7a 

Documento generado en 18/08/2021 11:08:22 a. m. 

 

                     
6 Archivo 09 y pág. 2 del archivo 13 en el expediente digitalizado.  
7 Archivo 04 pág. 11 y s.s. del expediente digitalizado.  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

Auto Interlocutorio  
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.   76001-33-33-007-2019-00343-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:          YOLANDA TRULLO VARON   
Demandada:         NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y 
OTRO 

 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora YOLANDA TRULLO VARON, mediante apoderado judicial, instauró demanda 

en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y el DISTRITO ESPECIAL DE 

SANTIAGO DE CALI, a fin de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto negativo 

configurado por la falta de respuesta a la petición presentada el 10 de agosto de 2018.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso con término de traslado de la demanda vencido y pendiente de 

fijar fecha para audiencia inicial o resolver lo que en derecho corresponda conforme a los 

artículos 1751 y 182A del CPACA, la apoderada judicial de la parte actora presenta ante el 

Despacho desistimiento de las pretensiones de la demanda2, por cuanto “los recientes 

pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del litigio, y de continuar con 

                     
1 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
2 Consultar archivo 13 en el expediente digitalizado.  
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esta instancia judicial mi representada será sancionada con el pago de costas procesales 

y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.3  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado4 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

 

                     
3 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
4 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 
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Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

de fondo, puesto que venció el término de traslado de la demanda y se encuentra pendiente 

de fijar fecha para audiencia inicial o dar aplicación a lo dispuesto por los artículos 175 y 

182A del CPACA, además la apoderada de la parte demandante cuenta con facultades 

expresas para desistir, pues la sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades 

otorgadas en el poder inicial (archivo 09; pág. 2 archivo 13 y folio 24 del archivo 01 en el 

expediente digitalizado).  

 

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado5 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos, por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

                     
5 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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3. Sin condena en costas. 

 

4. TENER a la abogada Tatiana Vélez Marín portadora de la T.P. No. 233.627 del C. S. de 

la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos del memorial 

allegado al proceso6.  

 
5. TENER a la abogada Edid Paola Orduz Trujillo portadora de la T.P. No. 213.648 del C. 

S. de la J, como apoderada sustituta del Ministerio de Educación Nacional, en los 

términos del memorial allegado al proceso7.  

 
6. TENER al abogado Andrés Felipe Herrera Salazar portador de la T.P. No. 256.119 del 

C. S. de la J, como apoderado judicial del Distrito Especial de Santiago de Cali, en los 

términos del memorial poder allegado al proceso8.  

 

7. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

8. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos: 

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
andresfelipeherrera@hotmail.com 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
notjudicial@fiduprevisora.com.co 
t_eorduz@fiduprevisora.com.co  
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

                     
6 Archivo 09 y pág. 2 del archivo 13 en el expediente digitalizado.  
7 Archivo 05 pág. 11 y s.s. del expediente digitalizado.  
8 Pág. 11 a 35 del archivo 07 en el expediente digitalizado.  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

Auto Interlocutorio  
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.   76001-33-33-007-2020-00290-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:          URANIA ANGULO DE ARROYAVE     
Demandada:         NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y 
OTRO 

 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora URANIA ANGULO DE ARROYAVE, mediante apoderado judicial, instauró 

demanda en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y el 

DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI, a fin de que se declare la nulidad del acto 

ficto o presunto negativo configurado por la falta de respuesta a la petición presentada el 

27 de agosto de 2019.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso con término de traslado de la demanda vencido y pendiente de 

fijar fecha para audiencia inicial o resolver lo que en derecho corresponda conforme a los 

artículos 1751 y 182A del CPACA, la apoderada judicial de la parte actora presenta ante el 

Despacho desistimiento de las pretensiones de la demanda2, por cuanto “los recientes 

pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que el Tribunal Contencioso 

                     
1 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
2 Consultar archivo 14 en el expediente electrónico.   
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Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del litigio, y de continuar con 

esta instancia judicial mi representada será sancionada con el pago de costas procesales 

y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.3  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado4 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

                     
3 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
4 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 
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Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

de fondo, puesto que venció el término de traslado de la demanda y se encuentra pendiente 

de fijar fecha para audiencia inicial o dar aplicación a lo dispuesto por los artículos 175 y 

182A del CPACA, además la apoderada de la parte demandante cuenta con facultades 

expresas para desistir, pues la sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades 

otorgadas en el poder inicial (archivo 09; pág. 2 archivo 14 y folios 47 y 48 del archivo 01 

en el expediente electrónico).  

 

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado5 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos, por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

                     
5 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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3. Sin condena en costas. 

 

4. TENER a la abogada Tatiana Vélez Marín portadora de la T.P. No. 233.627 del C. S. de 

la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos del memorial 

allegado al proceso6.  

 
5. TENER al abogado Julián Ernesto Lugo Rosero portador de la T.P. No. 326.858 del C. 

S. de la J., como apoderado sustituto del Ministerio de Educación Nacional, en los 

términos del memorial allegado al proceso7. 

 
6. TENER al abogado Naydú Yancovich Nieva portador de la T.P. No. 78.082 del C. S. de 

la J, como apoderado judicial del Distrito Especial de Santiago de Cali, en los términos 

del memorial poder allegado al proceso8.  

 

7. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

8. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos:   

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
naydu.yancovich@cali.gov.co   
notjudicial@fiduprevisora.com.co  
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

                     
6 Archivo 09 y pág. 2 del archivo 14 en el expediente electrónico.   
7 Pág. 13 y s.s. del archivo 07 en el expediente electrónico.  
8 Pág. 19 a 47 del archivo 12 en el expediente electrónico.   
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

Auto Interlocutorio  
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.   76001-33-33-007-2021-00036-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:          MIRIAM OSPINA PIZARRO  
Demandada:         NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y 
OTRO 

 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora MIRIAM OSPINA PIZARRO, mediante apoderado judicial, instauró demanda en 

ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en 

contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y el DISTRITO ESPECIAL DE 

SANTIAGO DE CALI, a fin de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto negativo 

configurado por la falta de respuesta a la petición presentada el 27 de agosto de 2019.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso corriendo término de traslado de la demanda, la apoderada 

judicial de la parte actora presenta ante el Despacho desistimiento de las pretensiones de la 

demanda1, por cuanto “los recientes pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que 

el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del 

litigio, y de continuar con esta instancia judicial mi representada será sancionada con el 

pago de costas procesales y agencias en derecho”. 

                     
1 Consultar archivo 11 en el expediente electrónico.   
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II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.2  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado3 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

 

Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

de fondo, puesto que está corriendo el término de traslado de la demanda, además la 

apoderada de la parte demandante cuenta con facultades expresas para desistir, pues la 

                     
2 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
3 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 
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sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades otorgadas en el poder inicial 

(archivo 04; pág. 2 archivo 11 y folios 47 y 48 del archivo 01 en el expediente electrónico).  

 

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado4 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos, por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

 

3. Sin condena en costas. 

 

4. TENER al abogado Julián Ernesto Lugo Rosero portador de la T.P. No. 326.858 del C. 

S. de la J., como apoderado sustituto del Ministerio de Educación Nacional, en los 

                     
4 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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términos del memorial allegado al proceso5. 

 
5. TENER al abogado William Danilo González Mondragón portador de la T.P. No. 44.071 

del C. S. de la J, como apoderado judicial del Distrito Especial de Santiago de Cali, en 

los términos del memorial poder allegado al proceso6.  

 

6. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

7. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos:   

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
William_dgm@hotmail.com   
notjudicial@fiduprevisora.com.co  
t_jlugo@fiduprevisora.com.co  
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

9b3ad48224a72bdf0460c83076c063af03e4dd666de776d1d5f8699d01ac0

c1e 

Documento generado en 18/08/2021 11:08:08 a. m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                     
5 Pág. 15 y s.s. del archivo 09 en el expediente electrónico.  
6 Pág. 18 y s.s. del archivo 13 en el expediente electrónico.   
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Auto Interlocutorio  

 
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.        76001-33-33-007-2018-00155-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:       STELLA SEGURA DE MESA 
Demandada:        NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE  
                             PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG  
                           
 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora STELLA SEGURA DE MESA, mediante apoderado judicial, instauró demanda 

en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG, a fin de que se declare la 

nulidad del acto ficto o presunto negativo configurado por la falta de respuesta a la petición 

presentada el 6 de marzo de 2017.     

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso en etapa probatoria, la apoderada judicial de la parte actora 

presenta ante el Despacho desistimiento de las pretensiones de la demanda1, por cuanto “los 

recientes pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del litigio, y de continuar con 

esta instancia judicial mi representada será sancionada con el pago de costas procesales 

                     
1 Consultar archivo 18 en el expediente digitalizado.  
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y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.2  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado3 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

 

Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

                     
2 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
3 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 
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de fondo, puesto que se encuentra en recaudo de las pruebas decretadas en audiencia 

inicial, además la apoderada de la parte demandante cuenta con facultades expresas para 

desistir, pues la sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades otorgadas en 

el poder inicial (archivo 16, pág. 2 archivo 18 y folio 1 del archivo 01 en el expediente 

digitalizado).   

  

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado4 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

 

3. Sin condena en costas. 

                     
4 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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4. TENER a la abogada Tatiana Vélez Marín portadora de la T.P. No. 233.627 del C. S. de 

la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos del memorial 

allegado al proceso5.  

 
5. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

6. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos: 

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 
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Valle Del Cauca - Cali 
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5 Archivos 16 y 18 del expediente digitalizado.   
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE CALI 

Auto Interlocutorio  
Santiago de Cali, agosto dieciocho (18) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Proceso No.   76001-33-33-007-2020-00318-00 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 
Demandante:          SARA MURIEL MURILLO      
Demandada:         NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y 
OTRO 

 

ASUNTO:   Acepta desistimiento de la demanda 

 

I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

La señora SARA MURIEL MURILLO, mediante apoderado judicial, instauró demanda en 

ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en 

contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y el DEPARTAMENTO DEL 

VALLE DEL CAUCA, a fin de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto negativo 

configurado por la falta de respuesta a la petición presentada el 23 de abril de 2018.      

 

Como restablecimiento del derecho solicita se condene a la entidad demandada a que le 

reajuste anualmente su mesada pensional en la misma proporción que se incrementa el 

salario mínimo y no con base en el IPC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de 

la Ley 71 de 1988; se le devuelva los dineros que por concepto de aportes a salud le han 

descontado de las mesadas pensionales en un porcentaje superior al 5% y que en adelante 

cesen los descuentos en cuantía del 12%, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

5 del artículo 8 de la Ley 91 de 1989; y subsidiariamente, que se le reintegren los dineros 

que por concepto de aportes a salud le han descontado de las mesadas adicionales de 

junio y diciembre, los cuales equivalen al 12%. 

 

Encontrándose el proceso con término de traslado de la demanda vencido y pendiente de 

fijar fecha para audiencia inicial o resolver lo que en derecho corresponda conforme a los 

artículos 1751 y 182A del CPACA, la apoderada judicial de la parte actora presenta ante el 

Despacho desistimiento de las pretensiones de la demanda2, por cuanto “los recientes 

pronunciamientos jurisprudenciales han permitido que el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle adoptara una postura sobre el objeto del litigio, y de continuar con 

                     
1 Modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021. 
2 Consultar archivo 21 en el expediente electrónico.   
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esta instancia judicial mi representada será sancionada con el pago de costas procesales 

y agencias en derecho”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El desistimiento como forma de terminación del proceso. 

 

Se entiende por desistimiento la manifestación de la parte de separarse del medio de control 

intentado, de la oposición que ha formulado, del incidente que ha promovido o del recurso 

que haya interpuesto.3  

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 

306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece:  

 

“SECCIÒN QUINTA TERMINACIÓN ANORMAL DEL PROCESO. TITULO ÚNICO 
TERMINACIÒN ANORMAL DEL PROCESO. 
 
(…) 
 
CAPITULO II DESISTIMIENTO 
 
ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá 
desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin 
al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto 
por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende 
el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos 
de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de 
aquella sentencia…” 

 

Al respecto el Consejo de Estado4 ha interpretado: 

 
La norma transcrita permite que la parte demandante desista de las pretensiones de la 
demanda, mientras no se haya proferido decisión que ponga fin al proceso. A su turno, 
de los artículos 315 y 316 del mismo código, se extraen como requisitos para que sea 
admitido el desistimiento: (i) cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar 
facultado expresamente para ello, y (ii) cuando se haga por fuera de audiencia, el 
escrito debe presentarse ante el secretario del juez de conocimiento.  
 

El desistimiento de la demanda constituye entonces una forma anticipada de terminación 

del proceso que solo opera cuando el demandante renuncia íntegramente a las 

pretensiones formuladas antes de que se haya dictado sentencia que ponga fin al proceso, 

debiendo el apoderado que presenta el escrito estar expresamente autorizado para ello. 

 

2. Caso concreto 

 

                     
3 LÓPEZ BLANCO HERNÁN FABIO, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Tomo I, Parte General, Novena 
Edición, Páginas 1007 a 1015. 
4 Auto del 5 de febrero de 2019, C.P.: Dr. Milton Chaves García, Rad.: 17001-23-33-000-2016-00130-01(24098). 



2020-00318 

Revisado el plenario, se observa que en el asunto bajo estudio no se ha emitido decisión 

de fondo, puesto que venció el término de traslado de la demanda y se encuentra pendiente 

de fijar fecha para audiencia inicial o dar aplicación a lo dispuesto por los artículos 175 y 

182A del CPACA, además la apoderada de la parte demandante cuenta con facultades 

expresas para desistir, pues la sustitución de poder se le confirió con las mismas facultades 

otorgadas en el poder inicial (archivo 15; pág. 2 archivo 21 y folios 37 y 38 del archivo 01 

en el expediente electrónico).  

 

Reunidos así los requisitos normativos a los que se ha hecho alusión, teniendo en cuenta que 

como se anotó el desistimiento de las pretensiones constituye una forma de terminación 

anormal del proceso, mediante la cual la actora renuncia al desarrollo y trámite del mismo por 

voluntad propia, considera esta Agencia Judicial que la solicitud presentada es admisible, lo 

que conlleva que se declare terminado el proceso. 

 

3. Condena en costas 

 

El Consejo de Estado5 respecto de la condena en costas que incluye las agencias en 

derecho en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código Contencioso 

Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo. 

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la condena en 

costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas del Código General del 

Proceso; y valorativo, en cuanto se requiere que el juez revise si ellas se causaron y en la 

medida de su comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y 

con la actividad profesional realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se 

incluya la mala fe o temeridad de las partes. 

 

En el caso presente, se observa que no se causaron gastos, por lo que el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

1. ACEPTAR el desistimiento de la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, presentado por la apoderada judicial de la parte demandante, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

2. DECLARAR terminado el proceso. 

                     
5 Sentencia 2012-00144 de junio 8 de 2016, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA Rad.: 15001-2333-000-2012-00144-01. 
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3. Sin condena en costas. 

 

4. TENER a la abogada Tatiana Vélez Marín portadora de la T.P. No. 233.627 del C. S. de 

la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos del memorial 

allegado al proceso6.  

 
5. TENER al abogado Julián Ernesto Lugo Rosero portador de la T.P. No. 326.858 del C. 

S. de la J., como apoderado sustituto del Ministerio de Educación Nacional, en los 

términos del memorial allegado al proceso7. 

 
6. TENER a la abogada María del Mar Giraldo Marmolejo portadora de la T.P. No. 82.671 

del C. S. de la J, como apoderada judicial del Departamento del Valle del Cauca, en los 

términos del memorial poder allegado al proceso8.  

 

7. ARCHIVAR el proceso, previas las anotaciones de rigor. 

 

8. NOTIFICAR por estados electrónicos (Art. 201 CPACA), enviando mensaje de datos a 

las partes a los correos electrónicos:   

 
abogadooscartorres@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducación.gov.co 
njudiciales@valledelcauca.gov.co 
mariadelmargiraldo@yahoo.com  
notjudicial@fiduprevisora.com.co  
procjudadm58@procuraduria.gov.co 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MARIO ANDRÉS POSSO NIETO  

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Mario   Andres Posso   Nieto 

Juez 

Oral 007 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

                     
6 Archivo 15 y pág. 2 del archivo 21 en el expediente electrónico.   
7 Pág. 13 y s.s. del archivo 13 en el expediente electrónico.  
8 Pág. 1 y 25 a 37 del archivo 17 en el expediente electrónico.   
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